
Santiago de Cali, 2 de septiembre de 2020 

Señores:  
JUZGADO TERCERO DE FAMILIA DE ORALIDAD DE CALI 
E.S.D 
 

Rad.: 2020-89 

Dte: Ana Lucía López Ramírez 

Ddo: Alejandro Gómez Betancourt 

Ref.: Recurso de reposición y en subsidio apelación en contra del Auto 385 del 30 

de julio de 2020 

 

Alexander Coral Ramos, en mi condición de apoderado judicial del señor 

Alejandro Gómez Betancourt parte demandada en el presente asunto, por 

medio del presente escrito formulo RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN 

SUBSIDIO APELACIÓN en contra del Auto 385 del 30 de julio de 2020 por medio 

del cual se admitió la demanda de divorcio presentada por la señora ANA LUCÍA 

LÓPEZ RAMÍREZ; el cual sustento con las razones de índole fáctica y jurídica que a 

continuación se compendian:  

 

ACLARACIÓN PREVIA 

PRIMERO: Sea lo primero advertir que la apoderada de la parte demandante 

remitió el día 26 de agosto de 2020 a la cuenta de whatsapp de mi representado e 

indicada en la demanda, mensaje de datos en que le informó la existencia y 

admisión del presente proceso en los siguientes términos:  

“Santiago de Cali, 26 de agosto de 2020 
Juzgado Tercero  de Familia de Oralidad de Cali. 
Proceso de divorcio  
Dte: Ana Lucia López Ramírez  
Ddo: Alejandro Gómez Betancourt 
Rad: 76001311000420200008900 
Con base en el Artículo 8 del Decreto 806 de 2020, me permito notificarlo vía correo 
electrónico, suministrado por su cónyuge el cual aparece inscrito en la Cámara de Comercio 
de Cali, documento que reposa en el expediente, de la demanda con el respectivo auto 
admisorio y otros del proceso instaurado por la señora Ana Lucia López Ramírez que cursa 
en el Juzgado Cuarto de Familia de Oralidad de Cali. 
La notificación se entenderá realizada pasados dos (2) días hábiles al envío y los términos 

corren a partir del día siguiente de la notificación.”  

 
SEGUNDO: En dicho mensaje se alude a que la información concerniente a la 

demanda, providencia a notificar y anexos fueron enviados a la cuenta de correo 

electrónico alexsasonysabor@outlook.com el cual figura en el certificado de 

matrícula mercantil como comerciante del señor ALEJANDRO GÓMEZ BETANCOURT, 

sin embargo,  dicha matricula se encuentra CANCELADA desde marzo de 2020 y se 

desconoce si a la fecha tal documentación fue remitida a ese correo 

electrónico, dado que no corresponde a su cuenta electrónica personal y no la 

usa, por el contrario el manejo y contraseña de esa cuenta está a cargo de la 



señora ANA LUCÍA LÓPEZ RAMIREZ, quien incluso reportó igual correo  

alexsasonysabor@outlook.com en su propio registro mercantil con número de 

matrícula mercantil n. 918059-1 –Adjuntamos certificado de Cámara de 

Comercio de la Sra. Ana Lucía López Ramírez- 

En ese contexto, mi prohijado manifiesta bajo la gravedad de juramento que no se 

enteró del proceso por ese medio, de ahí que no le resulten aplicables los efectos 

indicados en el artículo 8º del Decreto 806 de 2020.   

TERCERO: A la cuenta de whatsapp de mi cliente n. 3015615659, el día 26 de 

agosto de 2020 le llegó el contenido de la demanda, la subsanación y el auto 

admisorio, por lo que a voces del artículo 8 de la normativa que se viene citando 

“La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles 

siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente 

al de la notificación”, es decir, que el presente memorial se torna tempestivo 

atendiendo que el recurso de reposición “deberá interponerse por escrito dentro de los 

tres días siguientes al de  la notificación del auto”.  

 

FUNDAMENTOS DEL RECURSO:  

A. FRENTE A LA CUOTA ALIMENTARIA PARA EL MENOR ALEJANDRO 

GÓMEZ LÓPEZ 

 

PRIMERO: Su Despacho decretó alimentos provisionales a favor del menor 

ALEJANDRO GÓMEZ LÓPEZ en suma de $2.600.000.oo y a cargo de mi 

representado, al estimar que era imperioso para garantizar su subsistencia, así 

como el cabal y continuo desarrollo integral, no obstante, dicha medida no cumple 

con requisito de razonabilidad y proporcionalidad de las medidas cautelares de 

carácter personal, porque desconoce los presupuestos axiológicos que cimentan la 

obligación alimentaria referente a la necesidad del alimentario y a la capacidad 

del alimentante. 

En efecto, señora Jueza, señala el artículo 129 del Código de la Infancia y la 

Adolescencia que “En el auto que corre traslado de la demanda o del informe del Defensor 

de Familia, el juez fijará cuota provisional de alimentos, siempre que haya prueba del vínculo 

que origina la obligación alimentaria. Si no tiene la prueba sobre la solvencia económica del 

alimentante, el juez podrá establecerlo tomando en cuenta su patrimonio, posición social, 

costumbres y en general todos los antecedentes y circunstancias que sirvan para 

evaluar su capacidad económica. En todo caso se presumirá que devenga al menos el 

salario mínimo legal” norma concordante con el artículo 419 del Código Civil que 

frente a la tasación de los alimentos reza “En la tasación de los alimentos se deberán 

tomar siempre en consideración las facultades del deudor y sus circunstancias 

domésticas”.  

Dicha normativa impone determinar en un juicio de plausabilidad anticipado al 

tiempo de la fijación provisional de los alimentos, que el acreedor alimentante se 

encuentra en capacidad de asumir la suma establecida, en tanto la necesidad del 

alimentario se presume únicamente para el establecimiento de la cuota, más no, 

para su cuantía.  



 

SEGUNDO: Conforme a lo anterior, revisadas las pruebas aportadas por la parte 

demandante, no existe prueba sumaria alguna que revele, de un lado, que el menor 

ALEJANDRO GÓMEZ LÓPEZ requiere la suma determinada en esa suma, como 

tampoco que mi representado goce de los medios económicos para suministrarla.  

De hecho, verificado el libelo, se aportaron los certificados de tradición de tres 

bienes inmuebles de propiedad de mi mandante y el certificado de matrícula 

mercantil del demandado, pero ello no demuestra que detenta la liquidez 

para cubrir la obligación alimentaría en la suma establecida, la que, por demás, 

resulta excesiva y onerosa respecto de sus actuales circunstancias 

económicas del demandado, como más adelante demostraremos.  

 

TERCERO: Es cierto señora jueza, que ALEJANDRO GÓMEZ BETANCOURT es 

comerciante y se dedica a la venta de comida, sin embargo, la declaratoria de 

emergencia sanitaria y económica derivada del virus COVID-19 sumió en una crisis 

sin precedentes su actividad, actualmente lo hace de manera informal, pues sus 

ingresos disminuyeron sustancialmente dado que el Gobierno Nacional y Local 

dispusieron el cierre de ese tipo de establecimientos con atención a la mesa por 

muchos meses, incluso desde otrora a éste proceso, había cancelado su registro 

mercantil.  

 

CUARTO: Los inmuebles de su propiedad no le generan renta alguna, pues a pesar 

que al principio de año se encontraban arrendados, unos fueron desocupados por 

los arrendatarios y otros fueron objeto de acuerdos con los ocupantes, a los que se 

les disminuyó el canon de arrendamiento o se les concedió facilidades de pago.  

 

QUINTO: El demandado durante la emergencia económica, intentó acogerse a los 

mecanismos de recuperación empresarial dictados por el Gobierno Nacional 

mediante los Decretos 560 y 842 de 2020 pero por virtud de las expensas, 

requisitos y gastos que debía cubrir, NO PUDO ACCEDER A NINGUNA AYUDA 

ESTATAL (lo anterior puede ser oficiado a las entidades públicas correspondientes). 

 

SEXTO: Durante todos estos meses, las obligaciones financieras y aquellas 

derivadas del mantenimiento y sostenimiento de los inmuebles no dieron tregua y a 

la fecha, el demandado se encuentra sometido a un forzoso incumplimiento ya que 

sus esfuerzos se han enfocado a pagar deudas, pagar proveedores y comprar 

materia prima para producir y sobrevivir, es decir, hoy por hoy, el señor 

ALEJANDRO GÓMEZ BETANCOURT se encuentra en mora con sus productos 

bancarios y adeuda una cifra considerable de dinero por virtud de servicios públicos 

domiciliarios, que ascienden a más de cincuenta y dos millones de pesos en 

mora ($52.000.000,oo EN MORA).  

 

SÉPTIMO: La demandante omitió informar al juzgado que el demandado le 

entrega mensualmente lo siguiente: 



 La suma líquida de dinero de UN MILLON DE PESOS MENSUALES, en 
cuotas iguales de QUINIENTOS MIL PESOS cada 15 días para el hijo en 
común.  

 También asume el pago del colegio del menor, 

 De los servicios públicos de donde reside ella y el menor, 

 Paga el internet y televisión por cable donde reside ella y el menor, y  

 Le suministra a la demandante dinero extra para la gasolina del vehículo que 
ella maneja.  

 

OCTAVO: Los gastos del menor no fueron tasados por la demandante y no 

existe en la demanda un fundamento plausible, como tampoco un juicio de 

probabilidad realizado por el juzgado que arroje que el menor requiere la cifra 

indicada para garantizar su subsistencia, por el contrario, el demandado es quien 

sigue asumiendo servicios públicos y alimentación y recreación de su esposa y el 

menor, el internet y televisión del apartamento donde vive su esposa y el menor al 

igual que los servicios de salud; en cuanto a la ropa que requiere el menor es 

comprada directamente por el demandado cada que lo requiere. Lo anterior 

demuestra que todos los emolumentos que dimensionan el derecho fundamental de 

alimentos de su hijo ALEJANDRO GÓMEZ LÓPEZ han sido garantizados por el señor 

ALEJANDRO GÓMEZ BETANCOURT conforme a sus verdaderas necesidades.  

 

NOVENO: Expresa el artículo 205 del Código Civil que “En el estado de separación 

ambos cónyuges deben proveer a las necesidades de la familia común a proporción de sus 

facultades”; no así, en este caso, no se analizaron las circunstancias de la 

demandante, también obligada a pagar alimentos, para determinar la suma de la 

mesada alimentaria del niño ALEJANDRO GÓMEZ LÓPEZ, en la medida que la 

señora ANA LUCÍA LÓPEZ RAMIREZ es titular en común y proindiviso de los 

derechos de propiedad sobre los inmuebles identificados con matrícula inmobiliaria 

No. 370-201865 y de vehículos de alta gama de placa EHW209 y JHW556, lo que 

significa que cuenta con un patrimonio que le permite asumir en igualdad de 

proporciones la cuota para el hijo en común.  

Además de ello, la señora ANA LUCÍA LÓPEZ RAMIREZ se encuentra en una edad 

útil y productiva de su vida, cuenta con 28 años de edad y puede ocuparse en una 

actividad dependiente o independiente que le genere ingresos. Se resalta en esta 

oportunidad que el demandado le proporcionó a la demandante todos los medios 

necesarios para acceder a educación profesional en distintas universidades, pero 

aquella desistió de los estudios, asimismo la apoyó en diversos emprendimientos 

que no salieron avante dada la ausencia de constancia e interés de la demandante 

(pruebas que serán aportadas en la demanda de reconvención).  

 

DÉCIMO: Teniendo en cuenta lo anterior y comprobado que la demandante posee 

bienes para asumir en igual proporción el sustento del menor, resulta 

desproporcionado fijar una cuota alimentaria en la suma de $2.600.000 pues ello 

sería tanto como calcular que el menor demanda unos gastos mensuales de 



$5.200.000,oo, valor que en parte alguna ha sido demostrada, ni siquiera 

sumariamente en este estado del proceso.   

 

B. RESPECTO DE LOS BIENES OBJETO DE MEDIDA CAUTELAR 

 

PRIMERO: El artículo 598 del C.G.P habilita a las partes para solicitarle al juez de 

la causa el embargo y secuestro de los bienes que puedan ser objeto de 

gananciales, pero en este caso, los bienes indicados por la parte demandante 

fueron adquiridos por mi representado con anterioridad a las nupcias contraías con 

la demandante, basta con revisar los certificados de tradición aportados para llegar 

a la conclusión que se trata de bienes propios.  

 

SEGUNDO: La demandante presentó simultáneamente demanda de unión marital 

de hecho y reconocimiento de sociedad patrimonial que se surte en el Juzgado 

Cuarto de Familia de Oralidad de esta ciudad, Rad. 2020-78, en donde 

paralelamente solicitó medidas cautelares sobre los bienes objeto de cautelas en 

este proceso, al considerar que integran la sociedad patrimonial que alega con 

anterioridad al matrimonio con mi defendido. Esta circunstancia implica un 

abuso del derecho por parte de la demandante pues pretende afectar 

doblemente el patrimonio de mi representado, frente al cual no se ha establecido 

que sea objeto de gananciales por integrar una sociedad derivada de la comunidad 

de vida de hecho, ya que claramente no hacen parte del haber social por virtud del 

matrimonio.  

 

CUARTO: La matrícula del establecimiento de comercio se encuentra cancelada 

desde marzo de 2020, pero no con la finalidad de defraudar a la demandante, en 

primer lugar, porque dicho establecimiento no integra la sociedad conyugal, dado 

que fue adquirido con anterioridad al matrimonio, amén que desconocía la 

existencia del presente proceso y las intenciones de la señora ANA LUCIA LOPEZ 

RAMIREZ de promoverlo (pues no es secreto, que pese a que hace poco están 

viviendo en inmuebles separados, siguen frecuentándose en distintos días de la 

semana, con encuentros íntimos, sosteniendo ocasionalmente relaciones sexuales, 

compartiendo como pareja, incluso en presencia de personas) y de otro lado, 

porque se reitera, la actividad comercial del demandado está en profunda crisis, 

al borde de la insolvencia económica.   

 

QUINTO: No existe en el régimen de la sociedad conyugal el fenómeno “del 

mayor valor” en la forma pretendida por la demandante sobre el nombre o marca 

del establecimiento de comercio “Alex sazón y sabor”, ya que los artículos 1781 y 

siguientes del Código Civil solo incluye como recompensa “las expensas de toda clase 

que se hayan hecho en los bienes de cualquiera de los cónyuges en cuanto dichas expensas 

hayan aumentado el valor de los bienes y en cuanto subsistiere este valor a la fecha de 

disolución de la sociedad” y excluye claramente “todos los aumentos materiales que 

acrecen a cualquiera especie de los cónyuges formando un mismo cuerpo con ella, por 



aluvión, edificación, plantación o cualquiera otra causa”, inversiones que no han sido 

demostradas, ni en naturaleza, cuantía y existencia, aunado a que solo pueden 

acreditarse en un escenario distinto a este trámite, aunado a todo lo anterior, dicho 

establecimiento fue cancelado hace varios meses atrás con ocasión a la crisis y sin 

conocer de la existencia de ésta demanda.  

 

PETICIÓN: 

Por lo anterior, se le solicita su Señoría:  

1-. REVOQUE el auto admisorio de la demanda y en su lugar fije como alimentos 

provisionales la suma de UN MILLON DE PESOS ($1.000.000) para el menor 

ALEJANDRO GÓMEZ LÓPEZ, la cual se ajusta a la capacidad económica de mi 

defendido y a las necesidades del menor.  

2.- REVOQUE la medida cautelar decretada sobre los bienes con matricula 

inmobiliaria No. 370-372583, 370-539509, 370-828066 pues estos fueron 

adquiridos con anterioridad al matrimonio con la demandante, incluso 

varios fueron adquiridos por adjudicación de su primer matrimonio.  

3.- RECONOCERME personería para actuar en el presente proceso.  

 

PRUEBAS: 

  Cámara de comercio del demandado Alejandro Gómez Betancourt  Cancelada 

  Cámara de comercio de la demandante Ana Lucia López Ramírez 

  Seis (6) Facturas servicios públicos emcali no pagadas con un promedio de siete 
meses de mora cada una, deuda que asciende a más de  veintiocho millones de 
pesos ($28.000.000) 

  Dos extractos bancarios en mora con deuda de más de doce millones de pesos 
($ 12.000.000) 

  Deuda administración apartamento  en mora con más de cuatro millones cien 
mil pesos ($4.100.000) 

  Cinco (5) facturas prediales año 2020 aun no pagadas, con deuda  con más de 

ocho millones doscientos ($8.200.000) 

 Tarjeta propiedad vehículo propiedad de demandante 

 Certificado de registro con inmueble propiedad de la demandante 

NOTIFICACIONES:  

Las podré recibir en la Calle 9 C bis 29 A – 108 Ofc. 304 en Cali, Teléfono 378 71 
12 celular 311 317 08 08 o al correo electrónico 
coralabogadosasociados@gmail.com 
 

 
Alexander Coral Ramos 
c.c. 94.533.375 
T.P. 186.366 del C.S. de la J. 

mailto:coralabogadosasociados@gmail.com
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